El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / DEFECTO PROCEDIMENTAL / SE ORDENÓ REMATE SIN ESTAR EN FIRME EL AVALÚO DEL BIEN.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. (…)
La Corte Constitucional en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:

“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso…” (…)
Considera la Sala que como medio para proteger el derecho a un debido proceso, la acción de tutela está llamada a prosperar respecto de la providencia que señaló fecha para practicar la diligencia de remate, sin que hubiese emitido pronunciamiento alguno sobre las observaciones al peritaje que de manera oportuna formuló el abogado que para entonces representaba a la aquí demandante.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, junio veinticinco (25) de dos mil diecinueve (2019)

Acta No. 273 del 25 de junio de 2019


Expediente No. 66001-22-13-000-2019-00452-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la señora María Patricia Marín Cardona contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados Juan Guillermo Mora Restrepo, Luz Adriana Castro Restrepo, Jaime Forero Salas, María Elena Restrepo Jiménez, Juan Carlos Galindo Tabares y Juan David Molina Restrepo cesionarios de la parte demandante en el proceso en el que encuentra la actora lesionados sus derechos.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la demandante los hechos que a continuación se resumen:

1.1 Fue demandada en proceso ejecutivo con título hipotecario radicado bajo el No. 2010-00099, en el que se pretende realizar un remate con fundamento en un avalúo practicado hace dieciocho meses, que por tanto no está actualizado, en el que se dio como valor al bien, la suma de $675.755.955 y el que aceptó el juzgado fue de $1.681.206.000, teniendo en cuenta que se le descuenta el 30% “con una diferencia de 1200 millones…”

1.2 La intención del demandante es adjudicarse el bien de manera amañada, con las ficticias triquiñuelas aceptadas por el juzgado accionado.

1.3 Hace diez años el avalúo de la casa principal era de $421.000.000 y ahora la tasan ilegalmente en “121.000.000”.

1.4 Se cuenta con salón de eventos y conferencias para 250 personas, tiene dos apartamentos que totalizan 9 habitaciones y baños por valor de $220.000.000 que no se describen en el avalúo con el que se pretende rematar el bien, lo que evidencia un fraude procesal; tampoco se relaciona una casa de 16 habitaciones, 2 plantas, 4 baños y corredores por valor de “149.500.000”; no se le da ningún valor, en el avalúo, a las mejoras como la portada, la cerca, los senderos ecológicos, jardines, árboles frutales, juegos infantiles, cancha de fútbol.

1.5 El valor de la tierra bajó después de 10 años cuando la zona presenta un incremento notorio; en término se lo advirtió al juzgado, el que hizo caso omiso; también le ha pedido que hiciera uso de las herramientas legales para garantizar el debido proceso y le negaron una inspección judicial al bien.

1.6 No ha sido posible realizar un avalúo actualizado, pues al hacer la visita de campo, el perito se negó a seguir el procedimiento porque en los linderos se encuentran dos casas de lujo que no fueron mencionadas en el dictamen; le ha pedido al juzgado que verifique los linderos, con resultados negativos.

1.7 El inmueble secuestrado es un eco hotel, del que devengaba su sustento y el de su familia; el juzgado le puso muchos secuestres que imposibilitaron sus actividades comerciales y no cumplió con el deber de publicar con 10 días de anticipación, el respectivo edicto.
1.8 Se le desconocen sus derechos al mínimo vital y al debido proceso y no cuenta con otro mecanismo de defensa judicial. 
2. Solicitó se le tutelen tales derechos; se declare sin efecto la orden de remate y se le ordene al juzgado accionado se abstenga de continuar lesionando esas garantías constitucionales.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Mediante proveído del pasado 10 de junio se admitió la acción y se ordenó vincular a quienes actúen como parte en el proceso en el que encuentra la actora lesionados sus derechos, concretamente lo fueron Juan Guillermo Moral Restrepo, Luz Adriana Castro Restrepo, Jaime Forero Salas, María Elena Restrepo Jiménez, Juan Carlos Galindo Tabares y Juan David Molina Restrepo como demandantes en virtud a una cesión de derechos, tal como lo informó la secretaría del despacho accionado.

2. Solo se pronunció el señor Jaime Forero Salas, por medio de apoderado. En síntesis dijo que la tutela no puede constituirse en una tercera instancia; en el proceso no obran recursos frente a decisiones que quedaron en firme; se desconoce el principio de inmediatez y se funda la acción en apreciaciones subjetivas que no tienen sustento en el proceso; en el inmueble secuestrado, por su real estado, es difícil que se puedan alojar personas; los secuestres jamás ejercieron actos de administración y no produce renta porque quedó en poder de la demandada, hoy accionante.

Entre otras cosas dijo que ha ejercido ella maniobras dilatorias, aduciendo que el inmueble no está bien delimitado; considera que de él hacen parte dos casas de lujo, pero no ha ejercido alguna acción posesoria; tumbó una de las locaciones embargada y secuestrada y que estaba en obligación de conservar; el bien permanece desocupado y cada día se deteriora más, hasta el punto que nadie hizo postura en la diligencia de remate. Solicita se niegue el amparo solicitado.
C O N S I D E R A C I O N E S

1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, que concede a todos los ciudadanos el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a este tribunal determinar si en este caso procede la tutela para dejar sin efecto el auto que decretó el remate de un inmueble perseguido en el proceso ejecutivo con título hipotecario que se sigue en el juzgado accionado en contra de la peticionaria. De serlo, se establecerá si se lesionaron los derechos fundamentales cuya protección reclama.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones.
Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)” 
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedibilidad de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa” 
. 

4. A la actuación se remitió un disco compacto que contiene copia íntegra del proceso ejecutivo con título hipotecario, instaurado por la sociedad Grupo Bien Raíz Ltda., contra  María Patricia Marín Cardona, en el que fueron reconocidos como cesionarios del primero, los señores Juan Guillermo Mora Restrepo, Luz Adriana Castro Restrepo, Jaime Forero Salas, María Elena Restrepo Jiménez, Juan Carlos Galindo Tabares y Juan David Molina Restrepo. 
Las piezas procesales que integran ese expediente, para lo que al caso interesa, acreditan los siguientes hechos:
4.1 Por auto del 6 de diciembre de 2010 se decretó la venta en pública subasta del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-17165 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, para que con su producto se pague a la demandante las sumas de dinero por las que se libró la orden de pago; se ordenó el avalúo de ese bien; la liquidación del crédito y se condenó en costas a la demandada
.
4.2 En proveído del 22 de junio de 2012 se  declaró fundada la objeción por error grave formulada por la demandada respecto del avalúo catastral aportado por la entidad demandante y para efectos de llevar a cabo la licitación del inmueble hipotecado, se tuvo como avalúo comercial, la suma de $1.321.608.890
.
4.3 El 8 de julio de 2014 fue la fecha señalada para practicar esa diligencia, la que no se practicó porque el demandante no aportó las publicaciones de prensa y radio
.

4.4 En proveído del 25 de julio de 2014 se dispuso que antes de señalar nueva fecha para la diligencia de remate, se practicara un nuevo avalúo, porque el que obra en el expediente data de más de dos años y es necesario actualizarlo. Se designó perito con ese fin
.
4.5 El 27 de mayo de 2015 se aceptó la cesión que de los derechos del crédito hizo la sociedad demandante a los señores Juan Guillermo Mora Restrepo, Luz Adriana Castro Restrepo, Jaime Forero Salas, María Elena Restrepo Jiménez, Juan Carlos Galindo Tabares y Juan David Molina Restrepo
.

4.6 Del proceso venía conociendo el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira y según constancia secretarial, como ese despacho ingresó al sistema oral, se enviba a reparto para que se asignara a los juzgados que conocerán del sistema escrito, de conformidad con el Acuerdo PSAA15-10300 del 25 de febrero de 2015
.
4.7 En proveído del 28 de agosto de 2015, el Juzgado Primero Civil del Circuito, al que le correspondió el asunto, ante petición de un avalúo por el apoderado de la parte demandante, le informó que el mismo debe realizarse en los términos del artículo 516-5 del CPC y que le corresponde actuar con sujeción a esa disposición
.
4.8 El 11 de noviembre de 2017 se presentó un nuevo avalúo del inmueble perseguido en ese proceso, al que se le dio un valor de $675.755.915
.

4.9 En auto del 7 de mayo de 2018, decidió el juzgado, antes de dar traslado de ese dictamen, requerir a la parte demandante para que allegue el certificado catastral y manifieste cuál es el idóneo para establecer su precio real
.

4.10 Se presentó ese documento en el que se da al bien un avalúo de $151.591.000, e informó el apoderado de los actores que aumentado en el 50%, equivale a $227.386.500 y que el idóneo para establecer el valor del bien, es el dictamen pericial que presentó al despacho, rendido por profesional especializado de la Lonja de Propiedad Raíz del Risaralda
.
4.11 Por auto del 4 de julio de 2018 se dio traslado a las partes, por el término de tres días, del avalúo catastral y se dijo que de no presentarse observaciones, para el remate se tendrá en cuenta el valor de $675.755.915
.
4.12 El apoderado de la parte demandada presentó observaciones al dictamen pericial, por considerar que su valor debía ser superior y porque estaba desactualizado, en razón a que  se elaboró el 11 de diciembre de 2017
.

4.13 El 23 de julio de 2018, el juzgado puso en conocimiento de la parte actora ese escrito y le concedió el término de diez días para que presentara su avalúo en los términos del numeral 2º, artículo 444 del CGP
.

4.14 El 8 de agosto de ese año, la demandante revocó el poder otorgado al abogado que la venía representando; solicitó se le concediera el beneficio de amparo de pobreza y se le designara el profesional que la continuaría representando
.
4.15 El 14 de ese mes, el juzgado requirió a la demandante para que allegara el paz y salvo otorgado por el abogado a quien le revocó el poder
.

4.16 El 21 de agosto siguiente, la demandante informó al juzgado, que no había sido posible “hacer un acuerdo” con su abogado para arrimar el paz y salvo
, escrito sobre el que, en proveído del 27 de  ese mes, se abstuvo de pronunciarse el juzgado porque quien lo suscribe carece del derecho de postulación
.

4.17 Por auto del 13 de noviembre del año anterior, a instancias de la parte demandante, se ordenó el remate del inmueble perseguido, fin para el cual se señaló el 12 de junio de 2019, a las 7:30 am
.

4.18 En la misma fecha, con auto diferente, se concedió a la demandada el amparo de pobreza solicitado y se nombró a la Dra. Martha Elena Restrepo Toro como su abogada
.
4.19 El proceso llegó nuevamente al Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, por reorganización que dispuso el Consejo Seccional de la Judicatura, según constancia incorporada a la actuación
.
4.20 Ese despacho, en proveído del 9 de abril de 2019, aceptó la excusa formulada por la abogada designada en amparo de pobreza y designó un nuevo profesional para ese fin, el que fue notificado de esa providencia el 23 del mes citado
.

4.21 En razón a al cambio de juzgado, se señaló el 10 de junio de este año, a las 11 am, como fecha para la almoneda
.

4.22 Ese día, manifestó la demandante, en nombre propio, oponerse a esa diligencia, porque la publicación en prensa del aviso respectivo, no se hizo dentro de los diez días hábiles antes de la fecha señalada para celebrarla
.
4.23 En la misma fecha, el apoderado de la misma señora solicitó la suspensión del remate y se ordenera un nuevo avalúo porque esta desactualizado aquel que sirve de fundamento para realizar el remate

4.24 Ese acto se realizó en la fecha programada, sin que se hubiese emitido pronunciamiento alguno sobre las solicitudes mencionados en los dos numerales anteriores
.

5. En el asunto bajo estudio se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: 

5.1 De acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso.

5.2 El de subsidiaridad se entiende cumplido porque aunque la demandante no interpuso recurso contra el auto que señaló fecha para la diligencia de remate, presentó observaciones al dictamen pericial que sirvió de sustento para programarla, el que aún no se ha resuelto, asunto sobre el que se volverá más adelante. Además, ella de manera personal y su apoderado, solicitaron en sendos escritos la suspensión de la almoneda, y el acto se realizó sin resolver sus peticiones.
Así se procederá siguiendo de cerca jurisprudencia de la Corte Constitucional que en asunto similar al que ahora ocupa la atención de la Sala, concedió la tutela solicitada y declaró la nulidad de lo actuado desde la providencia que aprobó el avalúo presentado por la demandante, a pesar de que la peticionaria no objetó el dictamen pericial, es decir, no agotó el mecanismo judicial a su alcance para evitar la vulneración de sus derechos. Dijo esa Corporación:

“3.3. También se debe verificar si en el caso concreto se han agotado todos los medios judiciales ordinarios y extraordinarios y en este evento cabe destacar que, precisamente, la sentencia que resolvió sobre la acción intentada declaró improcedente la tutela, porque la demandante ha debido “formular un escrito objetando el avalúo del bien inmueble presentado por el ejecutante acompañado de uno nuevo, de conformidad con lo previsto en el artículo 516 inciso séptimo del C. de P. C.”.
 
Aunque a simple vista podría concluirse que el hecho de no haber objetado el avalúo y presentado uno nuevo se traduce, necesariamente, en la improcedencia de la tutela en razón de la existencia de otro medio judicial del cual no se hizo uso, cabe tener en cuenta que la demandante pretende demostrar la configuración de una vía de hecho o de una causal de procedencia de la tutela en contra de decisiones judiciales y que, aun cuando la actora reconoce que el apoderado que entonces tenía no hizo uso de ese mecanismo de defensa, la parte fundamental de la argumentación se dirige a demostrar que los jueces, en lugar de asumir una actitud pasiva, han debido actuar de un modo diferente como, según la actora, lo impone la Constitución que tampoco tuvieron en cuenta al decidir.
 
Conforme se precisará cuando se aborden las causales específicas de procedencia, hay causales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales cuya estructuración tiene su origen en la actitud del juez que, aunque ha debido obrar de otra manera, actúa de forma incompatible con los derechos fundamentales de las partes trabadas en la litis, ya sea porque ha sido inducido a error, porque no tuvo en cuenta la Constitución o porque se atuvo tan estrictamente a la literalidad de la ley procesal hasta afectar derechos fundamentales por un exceso de formalismo.
 
En hipótesis como las mencionadas el papel del juez como garante de los derechos fundamentales adquiere tal relevancia que la inactividad de quien luego acude a la acción de tutela no tiene el efecto de subsanar el yerro del juzgador, pues la omisión de la parte no convalida ni compensa el defecto en que ha incurrido el juez que, por definición, está vinculado a la Constitución. Admitir lo contrario significaría dotar de un aval de constitucionalidad al error inducido, a la actuación que deja de lado la Constitución o a la vulneración de derechos fundamentales originada en un exagerado formalismo.
 
En las condiciones anotadas, pese a que el apoderado de la demandante no hizo uso de uno de los mecanismos previstos en la legislación procesal civil para objetar el avalúo, es menester analizar la actuación de los jueces, tal como lo solicita la actora y, por ello, la Sala da por cumplido el requisito genérico que se examina.
 
3.4. Adicionalmente se exige que la situación en la cual tiene origen la tutela haya sido aducida durante el proceso y, como surge de los antecedentes y se puede verificar en el expediente del proceso ejecutivo, antes de que se efectuara la diligencia de remate el nuevo apoderado de la señora Gómez Jiménez dirigió un memorial al Juez Tercero Civil Municipal de Montería en el que le solicitaba abstenerse de llevar a cabo la diligencia, poniéndole de presente que, pese a no haberlo objetado “en la debida oportunidad”, el avalúo presentado no era idóneo, pues “no existe casa alguna en la ciudad de Montería ni en ninguna ciudad capital del país, por muy deteriorada que valga la suma irrisoria de $7.641.000 y lo que es peor, que se pretenda rematar dentro de un proceso de esta naturaleza por el 70% de dicho valor, es decir, por la suma de $5.348.700” y con idénticos argumentos elevó una solicitud de nulidad y luego sustentó el recurso de apelación interpuesto en contra de la providencia mediante la cual se aprobó el remate…” 

5.3 Se satisface el presupuesto de la inmediatez porque el auto que señaló fecha para el remate se dictó el 9 de mayo de este año.
5.4 Se identificaron los hechos generadores de la vulneración.

5.5 No se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.

6. En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, considera la actora lesionados sus derechos porque el juzgado accionado señaló fecha para realizar la venta en pública subasta del inmueble de su propiedad, con fundamento en un dictamen pericial que le dio un avalúo por debajo del que le corresponde y porque la publicación del aviso de remate no se hizo con la antelación debida.

La Corte Constitucional en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:
“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso. Sobre el particular, la Corte ha insistido en que el defecto procedimental se acredita cuando “…el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental….” 

De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.

7. Considera la Sala que como medio para proteger el derecho a un debido proceso, la acción de tutela está llamada a prosperar respecto de la providencia que señaló fecha para practicar la diligencia de remate, sin que hubiese emitido pronunciamiento alguno sobre las observaciones al peritaje que de manera oportuna formuló el abogado que para entonces representaba a la aquí demandante.

En efecto, dice el artículo 444 del Código General del Proceso, en lo pertinente:

“AVALÚO Y PAGO CON PRODUCTOS. Practicados el embargo y secuestro, y notificado el auto o la sentencia que ordene seguir adelante la ejecución, se procederá al avalúo de los bienes conforme a las reglas siguientes:

1. Cualquiera de las partes y el acreedor que embargó remanentes, podrán presentar el avalúo dentro de los veinte (20) días siguientes a la ejecutoria de la sentencia o del auto que ordena seguir adelante la ejecución, o después de consumado el secuestro, según el caso. Para tal efecto, podrán contratar el dictamen pericial directamente con entidades o profesionales especializados.

2. De los avalúos que hubieren sido presentados oportunamente se correrá traslado por diez (10) días mediante auto, para que los interesados presenten sus observaciones. Quienes no lo hubieren aportado, podrán allegar un avalúo diferente, caso en el cual el juez resolverá, previo traslado de este por tres (3) días…”

Y el 448 de la misma obra, en el inciso 1º,  autoriza pedir el remate de los bienes que lo permitan, cuando se encuentre ejecutoriada la providencia que ordene seguir adelante la ejecución, siempre que se hayan embargado, secuestrado y avaluado.

En este caso, de acuerdo con las pruebas recogidas, desconocieron los jueces que han tenido a su cargo este proceso las normas que se acaban de transcribir, pues se dejó de dar traslado del dictamen pericial; se dio respecto del avalúo catastral y por el término de tres días, cuando ha debido hacerlo por diez y respecto del peritaje.

De todos modos, la ejecutada, por medio de su apoderado, de manera oportuna presentó sus observaciones, y se le otorgó el plazo de diez días para que arrimara un nuevo dictamen.

Mientras corría ese término, la demandada revocó el poder a su abogado y solicitó se le concediera un amparo de pobreza, sin que sobre tal revocatoria se hubiese emitido pronunciamiento alguno, pues para ello se le exigió aportar el paz y salvo del  profesional citado, el que no logró conseguir, a pesar de que la ley no exige requisito como ese.

El amparo de pobreza se le concedió varios meses después y otros más tardó la notificación al que actualmente la representa, pues a la profesional inicialmente designada, se le aceptó la excusa que presentó para fungir como tal.
Y así, sin que se hubiese emitido pronunciamiento alguno sobre las observaciones al dictamen pericial, se procedió a señalar fecha para la venta en pública subasta del inmueble perseguido; es decir, sin que todavía existiera certeza sobre el avalúo. 
Así las cosas, estima la Sala que sin que se hubiese decidido aquella cuestión, no resultaba posible señalar fecha para practicar el remate y por tanto, se torna arbitraria la decisión que al efecto se adoptó y que impidió a la aquí demandante conocer el avalúo definitivo del bien del que es propietaria.

8. De esa manera las cosas, se concluye que se comprometió de manera importante el debido proceso de que es titular la accionante y por ello, se concederá el amparo solicitado. En consecuencia, se dejarán sin efecto el auto que señaló fecha para la almoneda y las actuaciones posteriores y se ordenará al funcionario demandado que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, se pronuncie en relación con las observaciones que se hicieron al dictamen pericial.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 

PRIMERO: Conceder la tutela solicitada por María Patricia Marín Cardona contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados Juan Guillermo Mora Restrepo, Luz Adriana Castro Restrepo, Jaime Forero Salas, María Elena Restrepo Jiménez, Juan Carlos Galindo Tabares y Juan David Molina Restrepo.

SEGUNDO: En consecuencia, se deja sin efecto el auto de fecha 10 de mayo de 2019, por medio del cual se señaló fecha para la almoneda y las actuaciones posteriores y se ordena al funcionario demandado que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, se pronuncie en relación con las observaciones que se hicieron al dictamen pericial.

TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA
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